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Causa Nro, 52- 2024-T(E (ACUMULADA)

CARTELERA VIRTUAL-PÁGINA WEB INSTITUCIONAL www.tcegoh.cc,

AL: I’LBLICO EN GENERAL

Dentro tic ii causa signada con el Nro. 1 52-2024-TCE (acumulada), se ha dictado lo que a
continuación me permito transc ri h ir:

“Quito DM.. 26 de febrero de 2025, a las 19h38.

EL PLENO DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ELECTORAL, EXPIDE LA
SIC (JIENTE

SENIENCIA

Tema: Recurso de apelación interpuesto por la señora María Verónica Abad Rojas,
vicepresidenta de la República del Ecuador, en contra de la sentencia expedida el 24
de diciembre de 2024, por el juez de instancia, en la que resolvió negar la denuncia
propuesta en contra del señor Daniel Roy Gilehrist Noboa Azn, presidente la
República del Ecuador; señora Maria Gabriela Sonirnerfeld Rosero, ministra de
Relaciones Exteriores y Movilidad Humana: señor Luis Esteban Torres Cobo,
viceministro de Gobierno; y. señora Diana Angélica Jácome Silva, asesora
presidencial y ratificar su estado de inocencia.

El Pleno del Tribunal Coiilencioso Electoral resuelve negar el recurso de apeLación y
ratificar en todas sus partes la sentencia de primera instancia.

VISTOS.- Agréguese al expediente: Escrito en tres (03) páginas, firmado electrónicarnente
por el abogado Jaime Alfonso Dousdehés Costa, recibido el 14 do lbrero de 2025 a las

1 7h32

1. ANTECEDENTES PROCESALES

1. El 08 de agosto de 2024 a las 18h14, se recibió en la dirección electrónica de a
Secretaria General de oste Tribunal un correo desde la dirección
esicaaraiiiillolvgiiiail,eom, con el asunto: “DE/VUA[CÍ4 VIOLENCiA POLÍTICA DE
GENERO’, con un (01) archivo adjunto en formato PDF. que una vez descargado,
correspondió a un escrito en diecinueve (19) páginas.. firiiado electrónicamente por la
señora María Verónica Abad Rojas, vicepresidenta de la República del Ecuador: y sus
abogados patrocinadores, doctor Oswaldo Trujillo Santil lán y magíster Jéssica Jaramillo
Y aguac h i, firmas que, ulla VOZ ven ti cadas, son vá [idas; y, e ienlo cuarenta un (1 41) fojas en
calidad de anexos, mediante el cual presentó una denuncia por el presunto coinetimiento de
una infracción electoral muy grave, de coníhrmidad con el numeral 14 del artículo 279 de la
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Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la Repúhhca del Ecuador, Código

de la Democracia, en contra del señor Daniel Roy (lilchrist Noboa Azin, presidente la

República del Ecuador señora Maria Gabriela Sommerfeld Rosero, nhii’islra de Relaciones

Exteriores y Movilidad Humana; señor Luis Esteban Torres Cobo, viceministro de

Gobierno: y, señora Diana Angélica Jácome Silva. asesora presidencial (Ps. 1-87).

2. 1_a Secretaria GeneraL de esle Tribunal asignó a la causa el número 1 52-2024-ICE y. en

virtud del sorteo electrónico ekctiiado el 3 de agosto de 2024 a las 1512K. según la razón

sentada por el magístez Milton Paredes Paredes, secretario general (E del Tribmml

Contencioso Electoral, se radicó la conipelencia en el doctor Fernando Muñoz Benítez, juez

del Tribunal Contencioso Elecloral (Fs. 94-96).

3. El 23 de agos;o de 2024 a [as 6lu3O. el doctor Eenia:,cjo Muñoz Retu1ez :idin;tió a tiáinite

La denuncia y dispuso. entre oua ciu’r a os denunciados (Fs. 131-1 33)

4. Med:ante auto de 28 de agosto de 2024 a [as 16h50. el iuez de instancia, entre otras.

suspendió [os plazos y términos de la causa en virtud del incidente de recusación presentado

por la abogada Diana Angélica Jócoine Silva, denunciada (Es. 240-242 vla.

5. El 13 de septiembre de 2024 a las 09h22. el Pleno del Trihimal Contencioso Electoral.

aceptó el nciden:e de recusación propuesto por la ahogada Diana Jácome Silva en contra

del doctor Ferrando Mnioz Henitez y dispuso que & secretario general procediera

coii[orrne lo establecido en el articulo 64 del Reglamento de Trámites del Tiiljunal

Contencioso Electoral (Fs 343-351).

6. En virtud del sorteo ctcI[Iado el 13 de septiembre de 2024 a las 20h43, según la razón

sentada por el magíster Milton Paredes Paredes, secretario general (E) del Tribunal

Contencioso Electoral, se radicó la competencia pal-a conocer la causa principal en el

magíster Guillemrn Ortega Caicedo juez del Tribunal Contencioso Electoral (Fs. 359-361).

7. El 20 de septiembre de 2024 a las 12h16. se recibió en la dirección eLectrónica de la

Secretaria General de este Tribunal un correo desde la dirección

dami ananhi ji o sal varez ma 1 com, con el asunto: Denunein— I’L’ró,,ku Abad,

Vicepresidenta de la República’. con quince (15) archivos adjuntos en fbrnu,to PDF. Con

el titulo DEN(JN(’bI - 1 ‘eii lea -1 ¡‘art— sigiud ¡‘df’, que una vez descargado, cori espondió a

un (01) escrito de cuarenta y dos (42) paginas, firmado electrónicamenie por a señora

Maria Verónica Abad Ros. vicepresidcna de a República y SUS ahogados patrocinadores.

ahogado Damián Arrnijos Ál arez. abogada Dominique Dávila Silva y abogado Erie Frazo

Arteaga. finias que. una vez vcrj ficadas. son válidas. nwdia,ik’ Ci cual presentó una

denuneja por ci presunto coinetinuento de la iníracción eLectoral muy gtavc. tipificada en el

numeral 14 del articulo 279 de [a Ley Orgánica Electora y de Qi nhzac:o:.’s Poilticas de
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la República del Ecuador. Código de a Democracia, en contra del señor Daniel Ruy
Gi Ichrist Nohoa Azin, presidente la República del Ecuador: señora Maria Gabriela
Sommerfeld Rosero, ni n stra de Relaciones Exte río res y Movilidad Humana; señor Luis
Esteban Torres Cobo, viceministro de Gobierno y, señora Diana Angélica Jácoine Silva.
asesora presidencial (Ps. 365-552 vta.).

8. La Secretaria General de este Tribunal asigné a la causa el número 1 85-2024-TCE y. en
virtud del sorteo electrónico efectuado el 20 de septiembre (le 2024 a as 19h50, según la
razón sentada por el nagi ster M 1 tun Paredes Paredes, secretario general (E) del iri bunal
Contencioso Electoral, se radicó la competencia en el abogado Richard González Dávila,

juez subrogante del Tribunal Contencioso F.lecturaV (Fs. 717-719).

9. Mediante auto de 26 de septicinhre de 2024 a las 13h15, el doctor Ángel Tunes

Maldonado, dispuso. en lo principal. La acumulación de la causa número 1 85-2024-TCE a la

signada con el número 152-2024-l’CE. por considerar que existía identidad en cuanto al

sujeto y acción, y remitió el expediente al Despacho dci magister Guillenno Ortega

Caicedo, juez del Tribunal Contencioso Electoral (Ps. 721-722).

lO. El 24 de diciembre de 2024 a las 11h11, el magister Guillermo Ortega Caicedo,juez de
instancia, mediante sentencia negó las denuncias presentadas por la señora Maria Verónica
Abad Rojas, vicepresidenta de la República del Ecuador, en contra del señor Daniel Roy
Gilchrist Nobua AuJn, presidente la República del Ecuador: la señora Maria Gabriela
Sornmerfeld Rosero, ministra de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana; el señor Ltns
Esteban Torres Cobo, viceministro de Gobierno; y la señora Diana Angélica Jácome Silva,
asesora presidencial, por lo tanto, ratificó su estado de inocencia (Fs. 1202-1269 vta.).

11. El 28 de diciembre de 2024 a las 00h04 y el 30 de diciembre de 2024 a las 10h09, se
recibieron en la dirección eLectrónica de la Secretaria General de este Tribunal, dos correos
desde la dirección abg.domidavilas(Ñinail.com, ambos con el asunto: “152-2024-TCE
ACUMULADA “. Cada uno contenía un archivo adjunto en formato PDF, con igual
contenido, que. una vez descargado. correspondió a un escrito en tres (03) íjas. Unnado
electrónicarnente por la abogada Dominique Marie Dávila, firma que, una vez verificado, es
válida, mediante el cual, la denunciante, señora Maria Verónica Abad Rojas, vicepresidenta
de la República del Ecuador, solicitó aclaración y ampliación de la sentencia 24 de
diciembre de 2024. El juez de instancia atendió el recurso, mediante auto de 06 de enero de
2025 a las 16h21 (Fs. 1278-1282! 1283-1286/ 1290-1295).

12. El 09 (le enero de 2025 a las 23h41. se recibió en la dirección electrónica de la
Seeretarhi General un correo desde la dirección gionidav i las,.ma i 1 .com, con el

Et abogado Richard González DávLla subrogó en fkineiones al doctor Ang& Torres Maldonado desde el
6 al 20 de septiembre de 2024
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asunto: CAUSA Nra, 152-2024-TCE (ACUMULADA)”, que contiene un archivo en

Ibrinato PDF que, una vez descargado, correspondió a un escrito (01) es cinco (05) fojas,

firmado electrónicamente por el ahogado Damián Annijos Álvarez, la abogada Dominique

Dávila Silva y el abogado Erie Riazo Arteaga, flrmas que, luego de su verificación, son

válidas, mediante el cual [a denunciante presentó recurso vertical de apelación de la

sentencia de 24 de diciembre de 2024 (Es. 1304-13 lO).

13. Mediante auto de 13 de enero de 2025 a las 11h31. el juez de instuncia concedió el

recurso vertical de apelación y dispuso a remisión del expediente íntegro a Secretaria

General para el sorteo respectivo (Es. 131 1-1312)

14. El 1$ de enero de 2025 a las II I]03. se realizó el sonco electrónico del recurso de

apelación interutiesto, radicá:dose [a competencia en e: doctor Ángei Torres Maldonado,

juez del Tribunal Coinencioso Ejectocal. conlorme la razón sentada por e ragister Milton

Paredes Paredes, secretario general del Tribunal Ct,nenotoso Electoral (Fs ¡ 32-l 326).

15. El 21 de enero de 2025 a las 14h28. se recibió en la dirección ejectrónica de a

Secretaria Cienera un correo desde a dirección jcestrellae 2nmiLcoin, con el asunto:

‘Causa ¡52—2024— TCE (Acunmiada) “ con un archivo adjunto en tbi 1 tu PDF que. una

‘ez descargado. correspondió a un escrito (OH en siete (07) páginas, firmado

eectronicamente pal e abogado Juan Carlos Es:rella Enriquez, irma que. luego de su

‘en icución. es vñNda, medianie e cual la ahogada Diana Angélica Jcornc Silva solicité

que se rechace el recurso interpuesto (Fs. 1327-1332).

16. El 22 de enero de 2025 a las 4h32, se recibió en la dirección electrónica de la

Secretaria General un correo desde la dirección ahg.asalRueioiiholinaiLcolu, con & asunto:

“ALEGATO EN CONTRA DE A PELA ClON CA USA 152-2024- ¡‘CE”. con un archivo

adjunto en fonnato PDF que. una vez descargado, correspondió a un escrito en cuatro (04)

páginas, limado electrónicarncnte por el abogado José Alejandro Salguero Manosalvas,

firma que, luego de st’ verificación, es válida, mediante el cual el señor Luis Esteban Torres

Cobo solicitó que se rechace el recurso de apelación interpuesto (Fs. 1333-1336).

17. Mediante auto de ID de frhrero de 2024 a las 16h00, el juez çnstanciador avocó

conocimiento de la presente causa, adnntió a trámite el recurso de apelación interpuesto,

dispuso convocar a los jueces supientes para que integren el Pleno Jurisdiccional encargado

de resolver la presente causa, y ordenó emitir el LNpedienle de la causa en formato digital a

la señora reza y os señores jueces que confbnuan dicho Pleno, para u re sión esLdio

(Fsl340-1342 vta.).

18. El 1’ de febrero de 2025 a las ¡7h32, se recibió en la drección electif’nica de la

Secretaria General un correo desde la dirección jdousdea ecila con], con el asunto:
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ESCRITO SOLIC TUI) A QUESO EXPEDIENTE VIRTUAL, al BRÍELA
SOMMERFELD, C4USA NO. 152-2024-TC’E ACUMULADA)’. con un archivo adjunto

en i’ormato PDF que, una vez, descargado, conespondió a un escrito en tres (03) páginas,
Firmado electrónicainente por el abogado Jaime Alfonso Dousdebés Costa, firma que. luego

ile su ved flcación, es vál da, mediante el cual la señora Maria Gabriela Sonimerfrld Rosero.

niinistra de Relaciones Exteriores solicitó que se rechace el recurso de apelación interpuesto

(Fs. 1355-1358).

II. ANÁLISIS DE FORMA

2.1. Competencia

19. El (ercer inciso del amlictilo 72 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones
Políticas de la República del Ecuador, Código de la Democracia (en adelante. Código de la
Democracia). prescribe que, en los casos de doble instancia, la primera estará a cargo del
juez seleccionado por sorteo, de cuya decisión cabe el recurso de apelación ante el Pleno del
Tribunal Contencioso Electoral.

20. El numeral 6 del artículo 268 deI Código de la Democracia en concordancia con el
numeral 6 del art ic u lo 4 del Reglamento (le Trámites del Tribunal Contenc oso Electoral (en
adelante, RTTCE), dispone que el Tribunal Contencioso Electoral es competente para
conocer y resolver los recursos horizontales y verticales referentes a sus sentencias, autos y
resoluciones por consiguiente, el Pleno del Tribunal es competente para conocer y resolver
el recurso de apelación presentado por la señora Maria Verónica Abad Rojas, vicepresidenta
dc la República del Ecuador.

2.2. Legitimación activa

21. De la revisión del expediente se observa que la señora Maria Verónica Abad Rojas.
vicepresidenta de la República del Ecuador, es parte procesal en la presente causa en
calidad de dentinciante por lo tanto, cuenta con Legitimación activa para interponer el
recurso vertical de apelación en contra de la sentencia dictada el 24 de diciembre de 2024,
al amparo de lo previsto en el numeral 4 del articulo 13 del RTTCE.

2.3. Oportunidad

22. El articulo 214 dci RTTCE señala que el recurso de apelación se interpondrá dentro de
los tres dias contados a partir de la última notificación. De la revisión del proceso se
advierte que la .senlencia objeto del presente recurso fue expedida el 24 de diciembre de
2024 y notificada a la ahora recurrente en la misma fecha, conforme la razón sentada por a
secretaria relatora del despacho del juez de instancia (Fs. 1276-1277).

5
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23. La denunciante interpuso el recurso horizontal de aclaración y ampliación de la

sentencia de instancia, que he atendido mediante auto de 06 de enero de 2025 y notificado

en la misma fecha (Fs. 302—1303 en tanto que el recurso de apelaciúii lie interpuesto el

09 de enero de 2024 (Fs. 1305- [309 vta.). Toda vez que la causa ma sido tramitada en

término, el presente recurso de apelación cumple con el requisito de oportunidad.

III. ANÁLISIS DE FONDO

3.1 Principales argumenlos desarrollados en la sentencia dictada en la rijosa Nro. 152-

2024-ICE (Acumulada)’

24. El uez de inst mci a cii 6 de foiiim a mpl ja 1 normativa nc onal . nteranm cii cuna e

¡ n[ernacionai referente a la violenc,u de genero y a su tipología. esuevitkamcn:e la

ic’lencia pohtca & género, asi como [as dist:inas conducms que se ernuarcan en este tipo

de infracción ¿ec:ora clasificada conio muy grave, previstas e’, el artículo 2S0 del Código

de la Democracia.

25. Señaló que. conforme csthecen los instrumentos intenmcionas. la jolenja contra

las muj eres es lila feRla L/c hçc,j,,i/iic,cjrn, qw in,pirP el goce (It’ SI(S ¿I’t’c’chüx

lihcriatk.’ - adet’;a d’ que las ni ijeis tiene,, derecho ut oece o ¡gua/nono u las /i,’;ciones

/?uhliLÍLÇ de s Dais 1 a pa?Ficipur ch los as tnis púbíkn. ni /i0-e,ido ¡u luma k íIvii vic’,es.

LUS? ConfIarlo 3? es(aiu frente a unu fo;is;: 4’ vioÍeiiia.

26. Así también, citó la conclusión y recomendación que consta en el p&ralh 79 del

[nforrne tic la Relatora Especial sobre la violencia contra [a mujer, sus causas y

consecuencias, sobre la violencia colina la mujer en la política, de Qn de agosto de 2018:

[l]a Violencia Contra la Mujer en la Política, como [odas las formas de violencia

basada en el género, collstiluye una violación de los derechos humanos y una forma

de discriminación contra la mujer, prohibida por las normas internacionales de

derechos humanos, en virtud de las cuales los Estados tienen la obligación de actuar

con la debida diligencia para prevenir, investigar y castigar los actos de violencia

contra la mujer, ya sean cometidas por agentes estatales o no estaiales (.,

27. Para, en síntesis, indicar que la nonu;itvs invocada se enfoca en que las mujeres tengan

derecho a vivir libres de iolencia. di scrimi nación y estereotipos basados en conceplos de

iníerioridad o suhnrd:nacióím, y que puedan ejercer sus derecíios de manola píena.

‘Es. 202- I2(.
PárraFo 25 de la sentzr.cia oh1eTn de a’iá .ss

Párató 131.
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28. Luego, refiere aspectos relevantes sobre [a prueba, SIL valoración en conjunto bajo las

reglas de la Sana cr1 ti ca y la carga de la prueba, y plan tea cli it ro problemas j u rid icos a
resolver:

1) El denunciado, señor Daniel Nohoa Azin. incurrió cii las agresiones denunciadas
por la señora Verónica Abad Rojas, que conhguran las conductas tipi ficadas en el
numeral 14 del artículo 279 deI Código de la Democracia y numerales l 3, 8, lO,
II. 12 del artículo 280 del Código de la Democracia, relativas a violencia política de
género?

Ii) ¿La denunc jada, señora Gabriela Soinmerfeld, inc unió en las agresiones
denunciadas por la señora Verónica Abad Rojas, que configuran las conductas
tipificadas en el numeral [4 deI articulo 279 deI Código de la Democracia y
nunlera les 1 , 3. 1 0 y 1 1 del artíc Lib 280 de Código de la Democ rac i a, relativas a
violencia política de género?

iii) ¿El denunciado, señor Luis Esteban Torres Cobo, iiicunió en las agresiones
denunciadas por la señora Verónica Abad Rokis, que configuran las conduelas
tipiFicadas cii el numeral 4 del um-tíeulo 279 dci Código de la Democracia y numeral
3 del arliculo 280 dci Código de la Democracia relativas a violencia polllica de
gén ero?

iv) ¿La denunciada, señora Diana Angélica Jácome Silva. incurrió en las agresiones
denunciadas por la señora Verónica Abad Rojas, que configuran las conductas
tipificadas en el numeral 14 del articulo 279 del Código de la Democracia y numeral
3 deL artículo 280 del Código de la Democracia relativas a violencia política de
género?

29. Respecto al primer problema jurídico, puntualizó ocho hechos que la denunciante
atribuyó al señor Daniel Noboa Azín. presidente de la República del Ecuador:

i) Exilio forzoso a Ismael;
u) Reestructuración de la Vicepresidencia sin la participación de la
vicepresidenta:
iii) Subordinación de la vicepresidenta de la República a la autoridad del
Ministerio de Relaciones Exteriores:
iv) Eliminación de la segtn-idad de la señora vicepresidenta de la República en
el Estado de Israel;
y) Incurrir en una serie de Omisiones tendientes a evitar que la vicepresidenta
de la República lo reemnpiace en el cargo ante su ausencia temporal:

7
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vi) Tendencia a evitar la sucesión de la vicepresidenta de a República y

propiciar el menoscabo de su imagen púhIicu

vii) Obstaculizar el acceso a la jnsticwi para la tutela cte los derechos polilicos de

la vicepresnienta y propiciar expresiones en menoscabo de su imagen púhlicm

viii) Oidenar el çrasado a Turquía de la señora vicepresidenta ter. el objeto de

hacerla iricunir en o:usiones e mpedirie eL ejeiicio de sus ftinciones

30. En relación con el primero, segundo yre reer hechos, el juez u qnu deerininó que el

primer niandatar:o ejerció as pote5tadcs esiabecidas en la CRE y la ley. como es la

asiglmción de fti’triones a la vicepresidenta y a organización de la administración piblica.

sin que se enmarquen en actos tipi ñcados como olenLij po!ilica de género

31. Respecto al cuarto y quinto hechos, señaló que se (rata de apreciaciones subjetivas de la

denunciante, puesto que la prueba practicada no reúne los requisitos pIeviS[Cs en el articulo

139 del RTTCE y que no se evidenció o alegado por la denunciante.

32. En relación al sexto hecho, señala clue las expresiones veilidas por el denunciado no

contienen estereotipos de género en contra de la denunciante, sino que obedecen al derecho

a la libertad de pensamiento y expresión del dcnunciado; tampoco encontró que se hallara

oculto un discurso discriminatorio. Respecto al séptimo hec 1w. el juez u tu delerininó que

el denunc jade no di ficuhó. estorbá ni iinposibi litó la ejecución de un propósito o finalidad

de la denunciante: por el contrario, verificó que la denunciante pudo ejercer su derecho a la

ute[a jcdica; efectiva con o derechos Y garairias que e amparan tos articuos 75 y 76 de

la CRE.

33. Po:’ último. rcspecto al octavo hecho, el juez de instailcia no cnLonIRS que exista

perinencia de la prueba documental actuada por a denunciante, pues lo que la dcc ¡sión o

sugerencia de que la señora vicepresidenta, cuando se traslade a Turq[Iia. no se refiera o

fonnule declaracinmies sobre cielos asuntos, nace del propio gobierno de T[Irq:iia. resoecto

a la itia exterior de ese pais.

34. Para resolver el se tindo problema j u ri dico, el juez de instanc ¡ a de crin’ nó e ua tw hec mx

que la denuncante atribuye a la señora María Gabriela Sonimerield Rosero:

) Negar el legítimo ejercicio del derecho al uso de vacaciones;

u) Menoscabo de la imagen pública de la vicepresidenta de la República;

iii) Limitación en el ejercicio de las unciones;

iv) Incunir cn actos que restringen la Libertad de expresión y opinión de la

vicepresidenta de la República.
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35. Respecto al primer hecho, concluyó que no se demostró que por parte de la denunciada
haya existido amenaza o intimidación, ni una 1 imitación o negativa arbitraria en e milito al
uso tic cualquier recurso o a tri bac ión ¡ nhercntc al cargo po1 ti co que oc u pa la lime ionaria,
como mujer.

36. Asi. respecto al segundo hecho, de la prueba adjuntada no se apreció estereotipos tic
géliero en las expresiones niefle i onada s por la dcii u nc ituite. En relación con e tercer y
cuarto hecho, señaló que el ejercicio de las potestades públicas por palle de la autoridad
escapa del control j urisdiccional electoral, y no le corresponde real izar el control de
legalidad de los actos de los entes públicos,

37. Por último, señaló que la denunciante no ha podido demostrar la comisión de hechos
tipificados como infracción electoral por violencia política de género que atribuyó a la
señora Maria Gabriela Sommerfeld Rosero, niinistra de Relaciones Exteriores y Movilidad
Humana, por lo que no se ha desv irtu milo su presu nc ¡ ón de inocencia.

38. Respecto al tercer y cuailo problema jurídico, señaló que la causal 3 deL articulo 280 deL
Código de la Democracia exige que la expresión de agravio haya sido proferida: i) contra
una muj en Ii) ilti ni nte el proceso el cc toral iii) en el ej erc ¡ e jo de sus tune iones políticas. En
el caso en análisis, señaló que, no se pudo constatar que la presunta thlta se haya cometido
durante & proceso electoral o con motivo de este; por lo tanto, est inió innecesario verificar

si las expresiones se cflxtuaron con base en eslercotipos de género. y con el objetivo o el
resultado de menoscabar Sil imagen pública, limitar o anular sus derechos políticos. En
consecuencia, determninó que la conducta denunciada 10 se eilmarca en dicha causal -

39. Finalmente. concluyó que los legitimados pasivos. señores Daniel Noboa Azin. María
Gabriela Sominerlbld Rosero, Luis Esteban Torres Cobo y Diana Aigélica Jáconie Silva.
no inclimeron en las infracciones electorales denunciadas ante este Tribunal por parte de la
señora Maria Verónica Abad Rojas,

3.2 Fundamentos del recurso de apelación interpllesto5

40. La denunciante organiza los puntos de apelación cml virtud de la identidad de los
denunc iados[x/obiv las aglesiones del dei ,unciadri Daniel Noha, 1 rin. [p ]te’iden/e de la
República’; ‘la ,eest,’nc/u,’ución (. ..) de la Vicepresidencia sin la paríicipaciri;i de fu
Viceprcsicknía /sJitboi-dina, u la vicepresidenta de la República a fu seño,a ca ej/le,
Precisa que, pese a que existen varios hechos probados, el juez a qun negó la subsunción de
tal es hechos a la nom-nia, j imst i licando Cmi su mayoría con las competencias del presidente tic
la República, sin considerar que el Código de la Democracia establece los limites de dichas
competencias mediante la prohibición de conductas que impliquen violencia política de

Es. 1305- 1 309 y vta.
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género. Además. refiere que el juzgador no analizó ni valoró la conducta de denunciado,

que permitió tina práctica generalizada de agresiones en su contra.

41 Respecto al exilio forzosa señala que el uzgador no halo,ci que la segunda

,iiuncic,fui/ti ‘mt que art/fc” en Co,,tra (le SU jo/untad, (...} al ‘cisc obligada a i,u.vladcnçe

a Israel. cuyo co,it,ario il?eurriu en ji,,,, ,nnisió,i, hecho tendiente o ¡nf fm ¡darla purct

provocar si’ ‘en,mcta (...}, lo cual se y ,hsume en el urliculo 280 ti urnerc,l 1 dci ( ‘ódigo de

la De,,,oc,ac,a (énthsi s propio del texto). Y que dicho ‘de.çplw-ui,,ienzo /o,uoso

constituye una forma de evitar que la vicepresidenta participe en la Ionij de decisiones y

restringir su palabra y voz, aspecto relevante porque se ca,,dicIut,’zó u dahr ca/go por su

tundición de pi ujer

42. Respecto al anál s s del 1..) acnd( /e]/iui!nai ¡u se gw’idr,rl u ia ¡cV/li esg/etitz tic iu

[k]epzhiku !!iie?i!i’aS se eilciieno-c: e,, . . / un pal.’ en çitiu,ció,i de giiciI z señala que

existe una contradicción ciara del u.gadoi’. pues excusa al presideíire. argtu:;entando que la

situacón de la guerra en Israel no es su responsabi kdad, pc/-o ‘la a,,alfta que si es

respoiisahilulud del P,eside,,,c e,niu,- a la 1 jce1,,esije, (O ti UI? [kIiS COU CSC COnI&x/O de

peligro 1 . Contradicción que existe tamhén respecto a [a deternunación del ptin:o
[o:m isiones (el IielI!&s ti ciliar que la iic’epresu/’iuu de It, Rqihii1 lo templare en el

ca/grane SI, aiL’CHCIU íempottzl . en los pán’afos 227 y 232 de la sentencia. Fcspccto a la

retcsidad de un exanen perciaI

43. Re tiere que, al anal izar los puntos Sobre las ugre.vionn de Iti tlein ,ciuda Ga/’,’ielu

.So,niner/elct Ministrt, tic Relachu,es Exteriores y ¡yknilidacl Hu,,,aiiti ‘. Ii ay u ni ev dcnte

co,itradicción y parcializac ión del juez de instancia: y que, al anal izar el punto propiciar

expresiones ie,,dit’,lles al tnetioscc,ho de la imagen pública de itt tieepi-esideiia”, según el

juez de instancia no hay menoscabo a la imagen pública de la vicepresidenta. Sin embargo,

señala, se probé el uso de expresiones que denigran la mujer en ejercicio de sus (unciones

políticas con base en estereotipos de género, confonne consta en los párrafos 282 y 2S3 de

la sentencia.

44, Así también, que existe co’it lid icción del juez al una [izar el pu oto “Litti ¡lució,: al

ejercicio de sus funciones”, enire los párrafos 290 y 298. pues en el primero se tiene como

un l,ech o probado ‘‘q jw la LIeFI ii,iciucla Gabriela Somnietie/d dispuso ti It, ¡ icepresidenta

crónica Abad que .s abstenga de recdi:w acciones propias tic si, hu,ción como

cmhu/udora’’ y, en el segundo, Ial ada tic, configuro una l’esti’icci,ii? cs,bi,,’aiu ti! ejercicio

dv! cargo ¿a (vIno de e/reí

45. Respecto a li las agi-e.ioiws del deiiituciao½ Eseha,, Tui-res (oh refiere que e

juez simplemente descar-tó las exp:-esiones púhlica en las que se rerere el denunc:ado a la

y icepresi den La como tu y io es tina herniui ita dr la catiticid . sin considerar que

lo
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la norma determina corno un acto de violencia política de género a cualquier expresión que

denigre ci las ti,uje,es cIiran(L’ el proceso e/cc/oral 1 en e/ere/Cia de sus /imeiows
po!it/cay Y, respeci o a (. .} las agresiones dr (ci r/eniowiu1a Diatici ./rco,ne seña la que

el juez a quo ami//o la valo,r,cicS,, de la prueba con la que se demosuo que la denunciada
uesiio,ió si, ial ¿le ,,uacbe (... ) al sugerir que pre/1ee el ¡oler antes cj ‘te cleÑnde’ a si’

li//o

46. Soliciia que el Pleno del Tribunal Contencioso Electoral revoque la sentencia de
primera instancia acepte la denuncia presentada en contra de los denunciados, por la
inftacción de violencia política de género tipificada en el artículo 2X0 del Código de la
Democracia.

3.3. Análisis jurídico

47. A rin de resolver la presente causa, este Tribunal examinará los puntos que
circunscriben el rce u so de apelación interpuesto, en contraste con la sentene ja subida en

grado, para lo cual se plantean los siguientes problemas jurídicos: a) ¿ El juez a quo valoi-ó

la prueba desde tilia perspectiva de género, considerando que se trataba de una denuncia por

violencia política de género?: y b) ¿La sentencia de primera instancia vulneré el derecho al
debido proceso en la garanlia de la motivación contemplada en el literal 1) deI numeral 7 del
articulo 76 de la Constitución de la República del Ecuador?

48. Para responder al primer problema jurídico pLanteado, es pertinente referir que el
concepto de perspectiva de género se consolido en la Decla,ción y Platalomia de Acción
Beijing (1995). un instnirnento que establece un ‘tarco de políticas internacionales
encaminadas a crear las condiciones necesarias para la potenciación de la mujer en la
sociedad. Entie estas, insta a os Estados a adoptar medidas integradas para prevenir y
eliminar la violencia contra las mujeres, e integrar la perspectiva de género en Las
legislaciones, po1 iticas, programas y proyectos estatales.

49. En tal sentido, al ser el sistema procesal un medio para la realización de justicia, la
aplicación de la perspectiva de género en las actuaciones jurisdiccionales permite al
uzgador le, a ¡ci peIoF;c;s en su, diversidad de con/ex/as, necesidades y aulonoin mx,
aperando los estereotipos que pro vocal, clisc,i,ninación y des,gi,aldad c’,gre hombres y

,i,a/e,es ‘, con el Fin de que las decisiones atio ptadis contribuyan a la transformación de los
patrones cultura les que provocan desigualdad. d iscriminac 60 y y iolenc ja.

6 Consejo dc la Judicamura Ecuador. (201 ). Guja para juzgar con perspecliva de género del Consejo de la
u clic atu nl.
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50. La razón para incorporar la perspectiva de género en las sentencias, por mandato

constillicional y convencionaí, es lograr de manera eFectiva la igualdad y transformar los

patrones cuLturales que pcrpeíúaii la violencia y discriminación en contra de las mujeres. La

Cumbre Judicial Iberoanieri cana señala que: ‘Ii Jncojozr la pevçnecIiI ‘a de gél ‘ero en la

/Ñnción judicial implica mice’ ¡calidad el derecho a la igualdad, respondiendo a la

obligacióiz cons,itucio,ial y con in,cional de combatir la discri,ni,c,ión JOI ?iiL’dIO del

quehacci /urisdiecional para gÉslu/Itizal el acceso a la justwiti 1 peniediw, en un caso

concreto, situaciones asbuenicus de poder’’.

SI. En tal sentido, eoneponde a las juezas y jueces electorales juzgar los casos que legan a

su conocimiento. particuhiniiente uqtiellos el) los que se d iscunin los derechos polílico

electoral es de las mueres, iii Ii z ido la perspectiva de género como una he iTa3nlenta

anatica que nnita tomar decisioncs ftu;dainentadas. elrntnando cualquer sesgo o

estereotipo por razón de género en el estudio de los hechos, la prueba y el derecho.

52. En el caso en estudio. lii denunciante cuestiona la vak,racón probatoria reaLizada por el

juez a quo. señalando que, a pesar de que existen varios hechos probados. este negó la

subsunción a la nonna sin conçdcrar cuestiones de génci’o, pues la denunciante argurnenta

que se candidatizó al cargo precisailiente por su condición de mujer. lo cual debió ser

or.aiizado en el contelc, de la denuncia.

53. E irliculo 76, :vjmernl 7, liieiai Ii) de la CRE sIablece que el derecho a prieba.

corno garantía del debido proc eso. ¡ np 1 ca que no haya i cM £ 1 cci Ones o ¡ini tac Unes

izijusrilicadas a la hora de pi’escntar pruebas y que el juzgudoi tenga en cuetila las pruebas

de manera objetiva y confonne a los estándares legales aplicables.

La Constitución de la República del Ecuador, reconoce el derecho a la igualdad rorinal. material y el

principio de no discriminación, siendo esencial para el ejercicio de los derechos politico-electoralcs. En e1

literal b) del articulo 66, reconoce y garantiza a las personas una vida libre de violencia en el ámbito

ptiblico y privado y para al efecto. ci Estado debe adoptar las medidas necesarias pi prevenir, eliminar

y sancionar toda omm de violencia. en especial la ejercida contra las mujcrn- niñas, niños y
adolescentes, personas adultas mayores. pc sonas con discapacidad y contra toda persona en situación de
desvcntaja o vulnerabilidad: idénticas medidas se ornarán contra la vioIcncI;’, a esclavitud y la

expi otac ón sexual.
La CEDA\\’ establece ci deber de el ni nar las d ¡fercnc as arbitrarias, fi listas O dcsproporc i onadas entre

mujeres y hombres en razon de su sf0 O género. tanto cn ci acceso a la jlKticia uoino en los proccsos y
resol ucones udc,n les. La Con venlr LI, 8cleni do Pai’a oh] a a as uu’onda de. ijdi cid] es a csiabjcccr

predi mientes legales tistes s’ e les en los casos de -iolenia con:ra as iIu:jeres. entre OS cuas.

su ai1ic.io 6. se encuentra e: rtc,to de no lsci ninaziÑi
Cumbre Judical lheroameza,a, (20 5). (iuia para a apicación sisremnitica e iriforu,i:ica del “Modelo

de I:;corporciór. de a çeispcci va & góncro en las Sentencias. pág. 17.
CRF Art,uu 76. uinera , .:e ial I’ Presentar de forma verbal o escrita as ra,oe o argumentos de

los que se crea asistida y rcpl ca’ u ;i ru ‘nentos de las otras pafles presentar pn:ehas y contradecir las

que so pinsInten en sti contra,
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54. En esta 1 ‘lea. el RTTCE deihie la pnieba como aquel medio que tiene por mal ¡dad
determinar si las afirmaciones sobre los hechos que han sido puestos en conocimiento del
uzgador son ciertas. Por tanto, se deben probar todos los hechos alegados por las partes. En

este senl ¡ do, para que la prueba sea ad u ¡ti da, resu Ita necesario que reú ‘la los requisitos (le
perlinencia, utilidad y conducencia, que sea solicitada, practicada e incorporada dentro del

término o plazo señalado, y que se practique coii lbrme a la ley.

SS. En el caso 1,1 exu,flitI, el juez a quo valoré la prueba que fue aportada por las palles
procesales conforme al artículo 141 del RTTCE y los principios de la sana crítica, como lo
refiere textualmente en los párrafos 145 y 149 de la sentencia recurrida. Para ello, en primer
lugar, puntual ¡tú 1’, respecto a cada problema jt, ríd ico, a prueba documental
aportada por las partes procesales. detalló los alegatos de cargo y descargo, aprecié en

onj tinto la prueba practicada y arribé a la conclusión.

56. Es así que deteniinó que la prueba ofrecida y practicada para acreditar los hechos
denominados como primero, segundo, tercero, cuarto y octavo, atribuidos al señor Daniel
Nohoa Azin, presidente de la República. carecían de eficacia probatoria, puesto que no

demostraron la adecuación de la conducta a los verbos rectores y presupuestos normativos

de la infracción por violencia política de género denunciada. Esto no implica un anñl isis

sesgado por parte deljuzgador. sino un ejercicio de inferencia probatoria.

57. Se observa que. específicamente en el párrafo 161. el juez estableció que los hechos

denunciados respondían a la atribución de ‘unciones que están constitucionalmente

asignadas tamo al presidente de la República dci Ecuador corno a la vicepresidenta, cuyas

funciones. exp resainente dispuestas en la nonila const i toe ion al, se 1 ini tan 1 ica y
exclusivamente a aquellas que el presidente le asigne, incluso en su reemplazo’2. Esto, sin

que implique per se actos tendientes a acortar, suspender, impedir o restringir su accionar o

el ejercicio de las flinciones propias de su cargo.

58. Por sti parte, al corroborar el denominado hecho quimo, el juez delerminó en el párrafo

216 de la sentencia que las pruebas no cumplen con los requisitos para su admisión

confornie establece el artículo 139 del RTTCE, lo propio en el párralh 269, respecto al
requisito de pertinencia referente al hecho octavo, tampoco evidencié que se haya

LI
An 141 deI RTTCE: Valoración de la pmeba- Para que las pruebas sean apreciadas por el juzgdur

deberá soliciiarse. praeticarse e incorporarse dentro de os términos o plazos señalados en cstc
reglaEneillo. La prueba deberá ser apreciada en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana critica. El
juzgador tendrá obligación de expresar en su resolución o fallo, la valoración de od6s las pniebas que e
hayan servido para justificar su decisión

Art. 149 de la (‘RE: Quien ejerza la Vicepresidencia de la República cumplirá los mismos requisitos.
estará sujeto a las luismas ¡ nhat,i lidades y prohibie ¡ unes establecidas para la Presidenta o Presidente de la
República, y desempeñará sus funciones por igtml periodo. La Vicepresidenta o Vicepresidente de la
Repühlica. cuando no recmplace a la P,’csjdcnta o Presidente de la República, ejercerá las fUnciones que
ésta o éste le asigne.
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impedido a la denunciante, eL ejercicio de su cargo en condiciones de igualdad o por su

coild]ción de mujer. Por tanto. consideró que las pruebus no eran aptas para ustificar que la

denunciante haya sido sometida violencia política de genero. Este análisis fue libre de

apreciaciones parcializadas o subjetivas -como acusa la denunciante-, sino que responde.

por una parte, a tina exigencia procesal que debe cumplir la prueba para ser valorada: y por

otra, a un análisis del contexto de los hechos.

59. Asi también este Tribunal evidencia que el j tie a q,Io, al valorar la prueba relacionada

con el sexto y séptimo hecho, realiza un ,náljsjs entre:

1) El ejercicio en igiialdud y libre de violencia de los derechos políticos— electorales

de las mujeres.

ji) El ejerclc:o del derecho a la ibertad de pensamiento y expresión como piedrd

angu-ar de las sociedades libres y democráticas”.

iii) El umbral distinto de pi wcci6n de los frmncionarios públicos frente al grado de

cscfli:in,o a que están expueto”.

iii) Ia existencia de s:ereol:Ios ocultos en el discurso. asi como los efectos que

estos pueden generar. para esiahever si existe o rio violencia potica de género.

60. Luego, llegó a la conclusión de que as prcsiones vertidas corresponden al ejercicio

del derecho a [a Libertad de pensamiento y expresión. Además, que en las expresiones

analizadas no se eviderució un discurso (ji seriminatorio que ponga a la denunc ante en una

situación de desigualdad, discriminación o violencia. Por el contrario, observa que la

denunciante ha ejercido sus dei edn» políticos y ha accedido al sistema de justicia electoral

sin obstáculos.

61. Este Tribunal corrobora que el juez de instancia realizó un análisis adecuado del

Fenómeno de la violencia polhicu contra las mujeres, y valoré la pnieha presentada en

relación con los hechos denunciados contra la señora Maria Gabriela Soninierl’eld Rosero.

En este sentido, consideró que. 1) no fue pertinente para demostrar la violencia politica de

1 \tr artículo 13 dc Li (ADH, arliculo 9 del Pacto ntcnucinnal de Derechos Civiles y Pohticos y
ltcraI de la Obserac,n General Nro. 34 del Comité de Derechns 1 lunianti. del lacLo nieniaciona! de
Dvrcc;os Civies PoNlicos.

Ver lnrzrn:c anual 2(K9 lr.llrm de la Rcucoria Especial rai la Liberad de E,rçsion (asmuc’ III

Marco Ju: d:co In:cra,ncriua ro dci Jer,c a la Lbatad de Expresión) Los hnicio’ io.r /7ihlIr,S U

qu le ¿ les aspiraii a seria rl 1 it’ u: s oc Ick:J e moe,d (‘ca. tiene ti ‘ti ‘it, hru/ ¿/1sF ¡nr dc ;» dcc •C ¡tI: (fUE íes

exf’;iIe en nln’.ur grudu al esc:nÑ ‘lo r a la crítica del p:bIico. fc Cua/ SC Jil3tiíiCa por cf cLuzuter (It

interés ;,,b Iicc; de las zd ¡y/da ks que e ,!i:a i porq te se ;u’l WJ’ ,‘csto tv/ml/art me nc a oi (‘ycrttt liii,

más e_y ¡gente u porq te tiene,’ nr a cii ormt c (1k icidatÍ le co, trole rif, ¡ci 1,1,, ti c,cÍ 1 1 / rol tS tle 311 pm ‘el

e/e c,nvoratori!ipuh/icc; CDH OE-VSr.IV!ll. Doc. 51. 30 de diciembre LI: 20í)). Pá’r, 40.
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género: II) que los hechos no se subsumieron a las causales denunciadas y. iii) no
corresponden a la competencia del juez electoral el ejercicio de un coiurol de legalidad de
las actuaciones adm inistrati “as..

62. Adicionalmente. respecto al segundo presupuesto. la denunciante atribuye a la
den une isda, expresiones como: ruin ckçí ,gr,deciLia y qti e ha ¿les»’esfigiado a/

Ecuador . Sin embargo. de la revisión de la transcripción contenida en los párrafos 282 y
283 de la sentencia recurrida, se observa que éstas han sido descontextualizadas y
modificadas por parte de la denunciante con el fin de inducir a error a este Tribunal. Pues ya
el juez ci quo determinó que las expresiones vertidas por la señora Maria Gabriela
Somnierfeid Rosero en una en(mtvisla concedida a un medio de comunicación radial no
constituyen Lina Visión generalizada ni una idem preconcebida sobre la muer. Además, no
imputa atributos. caracteristicas o roles especilicos a las mujeres por su sola perteneiwia al
grupo social al que pc,lcnecen, ni discriminan a las mujeres.

63. Respecto al tercer presupuesto, el juez a q,u advirtió que la denunciante hace rcírencia
a cuestiones de legalidad y legitimidad de varios actos administrativos, tales como decretos
ejecutivos, acuerdos ministeriales y memorandos. No obstante, se señaló con claridad que

no es competencia de la autoridad jurisdiccional electoral realizar un control de legalidad
sobre tales actos, ya que la ley estabLece que. pueden presentarse recursos administrativos
para impugnarlos y, de ser procedente, obtener st’ revocatoria, re [omm o sustitución.

64. Así también, esta Alta MagistraíLira, respecto a los hechos denunciados en contra del
señor Luis Esteban Torres Cobo y la señora Diana Angélica Jácome Dávila. advierte que, si
bien el juez de instancia, en los párrafos 318 y 338 de la sentencia, indica que se acredita la
existencia de los hechos denunciados, esto es, la materialidad de las expresiones venidas en
las entrevistas en las que participaron los denunciados, al real zar el anál isis de suhsuncián
de los hechos a la conducta antijurídica tipificada en el numeral 3 del articulo 280 del
Código de la Democracia, determinó que aquellos no se adecuan a los elementos que la
componen. conforme a la interpretación que ha realizado este Tribunal en casos similares’ .

65. En consecuencia, este Tribunal advieile que el juez de instancia verificó la Legalidad y
validez de la pnmeba para establecer su eficacia probatoria y la valoró conlbrme a las reglas
de [a sana crítica. basándose en el principio de igualdad procesal y sin ningún sesgo por
motivo del género (le las parles. Esto, conl’ormc a as siguientes consideraciones: O
cumplimiento de los requisitos previstos en el RTTCE para su ofrecimiento, admisión y
valoración: ji) L inexistencia de un contexto de desigualdad, desventaja y/o subordinación
de la denunciante; por lo tanto, la carga de la prueba se atribuyó a quien denunció, sin que
ello implique parcialidad o discriminación por pal-te del juzgador: y iii) la falta de aptitud de

Ver sentencia dictada ea la Causa Nra. 1 35.2022-TCE. Párr. 88.
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la prueba que obra en el expediente para alcanzar el umbral de suficiencia probatoria y

determinar la materialidad y itsponsabilidad de los denunciados.

66. Finalmente, se observa que la sentencia de primera instancia no aplicó un estándar

prohalorio restrictivo. En los casos de infracciones electorales graves, corno [a violencia

política de género, cuya sanción implica una restricción signitieati’n de los derechos de

participación, el estándar probatorio necesario para alcanzar el convencimiento judicial

debe ir más allá de toda duda razonable, conforme al principio consiitucional de presunción

de inocencia. La sentencia, en este senlido, analizó los hechos bajo las reglas de la sana

crítica y desde un, perspectiva de género. tal como se detalla en el análisis realizada

67. Respecto al segundo piob1em, juridico. corresponde determinar si la se’ilencia de

prtinera instancia ulneró el deiecño a! debidu proces-. especíticamerte en la garanta de la

iuutivació coraeinplada en el literal 1) del numeral 7 de: articulo 76 de la (oasticución de la

Reptbl ca del Ecuador

68. La motivación como garanlia del derecho al debido proceso se cnut’cnIra prevista en el

artículo S.l de la Convención Ai,iericana de Derechos 1 lumanos (en idean:e. CADI II.

mandato de optinuzación uc es recogido en el literal h del numeral 7 dci articn’o ‘6 de la

CRE que prescribe:

Las resoluciones de poderes piblicos deberán ser mo:’ idas o habrá

motivación si en la resolución no se enuncian las nonnas o principios juridicos en

que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de

hecho. Los actos administrahvos. resoluciones o fallos que no se encuentren

debidamente motivados se consideraran nulos. La servidoras o servidores

responsables serán sancionados.

69. La Corte Consiiwcional en la sentencia hito Nro. 1 158-17-EP/21 dererminó las pautas

para examinar los cargos referentes a la vulneración del derecho al debido proceso en la

garantía de la motivación que, conforme su redacción en el texto constitucional citado

ostenta un criterio rector que impl ic que la resolución exprese una esinictura minímarnente

completa, compuesta por dos elenienws tina íundarnentación normativa stificiente y la

hindamentación ráctica suficiente.

70. Como bien lo establece la referida sentenci ,. la ftnda nu n la ón normativa suficiente

implica qt:e se enancien as normas ‘y priiibpios jurídicos en que se huida la decisión

tomada y una justiEcación suliciente de su empleo a [os techos msteria del caso. Por su

parte. la Cndamentacióri íicíica suficiente [mpllca que se establezca de manera ustificada

los hcclitis que se consideran prohados en la causa. De :ncumphii se el criterio rector, la

argunientacionjuridica adoiece dc deficiencia motivac,onal.
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71. En el caso ¡ti exm,i,Ie, si bien la denunciante no establece de forma concreía la

deficiencia nrnt i yac ¡ onal en la que ¡ ncurrió la sentenc a ¡ nipugnada. sei5al6 que en varios

párrafos ex ¡sien contradicciones. Específica ‘ten te, la den ti nc ante nd ¡ca que ha y
coniradicciones entre lo expuesto en los siguientes párrafos: i) 227 y 232; u) 278 y 93; y
iii) 290 y 298. En este contexto, corresponde a este Tribunal verificar el contenido de dichos

p’ ros, la argunienlac ¡ón rea izada por el juez (le instancia y, con ello, determinar si
fecti vamente existe una deficiencia moi ¡ vaci onal.

72. En el pámifo 227 (le la sentencia recurrida, el juez. a quo señaló que es necesario
determinar si en las expresiones vertidas por el presidente de la República existen

esIereotlios ocultos en el discurso y los cíectos que estos puedan generar, con el fin de

establecer si existe o no violencia pohtica de genero (enunciado 1). En el párraüi 232,

señaló que la denunciante no acompañó un examen pericial que permita determinar si los
semblantes, movimientos o burlas -que presuntamente constan en una entrevista realizada al
presidente de la República- contienen viojencia política de género (enunciado 2).

73. De lo anotado, se precisa que el enunciado 1 se desarrolla en los párrafos 228-229, y su
conclusión consta en los párraFos 230-231. Por su parte. el enunciado 2 se desarrolla en el
párrafo 232. En taL sentido, no se observa la existencia de una contradicción entre estos
enunciados pues responden a consideraciones tácticas y juridicas diferentes.

74. La siguiente contradicción que reflere la denunciante consta en el pának 193, Un
párrafb de conclusión en el que el juez a quo determina que la denunciante no logró probar
que el presidente de la República, a través de la frmnción que le asignó, haya limitado o
restringido el ejercicio de sus Funciones, ni que le haya impedido ejercer su derecho a
opinar y expresarse. Además, señaló que es el Ministerio de Relaciones Exteriores, a través
de su titular, el responsable de emitir disposiciones dirigidas a todos los jefes de misiones
diplomáticas, sin distinción de género (enunciado 1). Por otro lado, el párrafo 278
corresponde a tina premisa fáctica referente a que no se puede atribuir al denunciado la
respo nsabi Ii dad por la emisión de un memorando que no lo suscrib ó (enu nc ado 2). En tal
sentido, no se observa contradicción entre tales enunciados, pues responden a
consideraciones fácticas y jurídicas diferentes.

75. Respecto a la presunta incoherencia lógica entre los párrafos 290 y 29X, este Tribunal
desestiina dicho cargo, pues en el primero, el juez a qno recoge lo expuesto por la
denunciante, sin que ello constituye un hecho probado Textualmente consta:

En lo relativo a los números lO y II del artículo 280 del Código de la Democracia,

expresó que la denunciada limitó el ejercicio de su cargo y toma de decisiones, ya

que mediante Memorando Nro, MREMI-I-MREMH-2024-0 1 98-M de 26 de enero de
2024 que le dirigió, señaló: 1apm’eciaré abstenerse de realizar cualquier acción sobre

17
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este tema, ya que rodo este proceso está siendo directamente negociado al más alto

nivel entre la infrascrita y a Embajada israelí en Quito’. (Enunciado 1

76. Y, el segundo, es una conclusión:

No se puede verificar de os argumentos de la denunciante, ni de su prueba, que

haya demostrado la existencia de los elementos que denoten limit,cíón, negativa o

arbitrariedad contra la denunciante; así como tampoco que se haya e itado con estos

hechos denunciados que la señora vicepresidenta, como mujer, en ejercicio de sus

derechos políticos asista a cualquier actividad que implique la ornj de decisiones.

(Enunciado 2)

77. Pc,r o expuesto. este Tribuna. fras e auar los argumentos presentados en la sentencia

d instancia. considera que no existe incoherencia lógica entre las prenusas lácticas y

jurídicas. La sentencia es cor.s:s:en:e en su razonamiento. estabiece dc manera lógica las

p i•ei sus y su conclusión, y uenta con una argtinlcitación su fi cient e. En eila se hace

referencia a instrumentos internacionales que abordan la violencia politica de género. y se

apiican as nonnas consttuciornles. egales y regainentarias en colTespoildencia con los

hechos y su contexto. Además. se explica de fonna clara en q;Ié consiste a violencia

poliica de género. justihcando la pertinencia de [a aplicac:ón de OS undan,einos egales a

los presupuestos íác ios del caso. Todo esto conduce a la conciisión adop:tla en la

decisióu. En consecuencia, no se ‘tineró el de,eci, al debido proceso en la uarunUa de :a

urnuivación contemplada el’ el literal 1) del n unicral 7 del articu[o 76 de la Constitución tIc la

Repúhkca del Ecuador.

IV. DECISIÓN

Por las consideraciones expuestas, ADMINISTRANDO JUSTICIA, FN NOMBRE DEL

PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DF. LA

CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, el Pleno de este Tribunal

resuelve:

PRIMERO.- Negar el recurso de apelación inlerpuesto por la sei3oni MuHu Verónica Abad

Rojas, vicepresidenta de li Rpúbl,cu del Ecuador, en contra de las senlenciu dictada el 24

de diciembre de 2024.

SECUNDO.- Ratiflcai la sentencia dictada el 24 de dieiuhre de 2014 a las II U i.

TERCERO.- Lina ez ejecuoiiada la presente sentencia, a traés de :a Secietaría Gcnera

de este Tribcnal, se ordena el archivo de la causa.

CUARrO.- Notitiquese con el contenido de la presente sentcncm
18
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4.1 A la señora María Verónica Abad Rojas cii las direcciones tic cuiTeo electrónico:

clainiananiiijosalvare4azrnailcorn, ahgdomidavilas(z rnailcoin,
cran ,erieab( mai l .co’, direcluinqu ¡ io(gnui ji .com y ci omb genl i u m1aw& glia ji .com.
Así como en la casi! la contencioso electoral Nro. l 26.

4.2 Al señor Daniel Roy-Gilehrist Nobua Azín, en las direcciones de correo electrónico:
gjfaflresidencm.ob.ec y szj(c,-presidencia.ob.ec. Así como en [a casilla contencioso
electoral Nro. 092.

4.3 A la señora Marhi Gabriela Sominerícid Rosero, en las direcciones de correo

electrónico: so nl rnerlb 1 d(a-canc it len a. goh. cc c aj & c apic ¡1 lcd a. oh cc y
¡ dotisdebcsÑeci ja .com. Así como en la casi 1 la contenc oso el cc [oral Nro. l ox.

4.4 Al señor Luis Esteban Tunes Cobo, en las direcciones de correo eiectrónko:

ab2.asa 1 RueroQ&hotina i 1 comE, mii R,ti t omiescoboxoni, e(w ( orrescobo. comn,

lftorresIginail.com y Fe1ipe-.toncscoho,corn. Así corno en la casilla contencioso

electoral Nro. 102,

4.5 A la señora Diana Angélica Jácorne SiLva, en las direcciones de correo electrónico:

dianajacomnesilva(3cgmnail.corn, jcestrellae(i-:ginaiI.com y dianaacornesilva&vhotnmil.com.

Así como en la casilla contencioso electoral Nro. 131.

QUINTO.- Siga actuando el magíster Milton Andrés Paredes Pamtdes, secretario general

del Tribunal Contencioso Electoral.

SEXtO.- Publíquese el contenido de la presente sentencia en la cartelera virtual-página
web institucional w.lce.goh.ec.

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE. —“ F.) Ah. Ivonne Colonia Peralta, JUEZA; Mgs

Ángel Tori’es Maldonado, JUEZ Mgs. Joaquin Viterí Llanga, JUEZ; Ab. Richard
González Dávila, JUEZ (Voto saiya’ñ); Mgs. Roosevelt Macario Cedeño, JUEZ.

19
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CARTELERA VIRTUAL-PÁGINA WEB INSTITUCIONAL
www .tce .pob .ec.

A: PÚBLICO EN GENERAL.

Dentro de la causa signada con el Nro. 152-2024-TCE (Acumulada),
se ha dictado lo que a continuación me permito transcribir:

“Causa 152-2024-TCE (ACUMULADA)
Voto Salvado

Sentencia de Segunda Instancia

TRIBUNAL CONTENCIOSO ELECTORAL.- Quito, Distrito
Metropolitano, 26 de febrero de 2025, las 19H38. VISTOS.

La sentencia de mayoría rechaza el recurso de apelación interpuesto
por la señora Vicepresidenta de la República, Verónica Abad Rojas.
Discrepo al respecto por los siguientes motivos:

1
La denunciante presentó dos denuncias por hechos distintos en
contra del Presidente de la República: Daniel Noboa Azín,
Viceministro de Gobierno: Esteban Torres Cobo, Ministra de
Relaciones Exteriores y Movilidad Humana: María Gabriela
Sommerfeld Rosero y la asesora presidencial: Diana Jácome Silva. La
primera se presentó el 08 de agosto de 2024 y se signó con el
número 152-2024-TCE y la segunda se presentó el el 20 de
septiembre de 2024 y se signó con el número 185-2024-TCE. No
obstante ser distintos los hechos acusados mediante providencia de
fecha se dispuso la acumulación.

La acumulación de causas está prevista para evitar la división de la
continencia de la causa y por tanto sobre un mismo hecho puedan
dictarse sentencias contradictorias, transgrediéndose así la garantía
constitucional prevista en el artículo 76 número 7 letra i) de la
Constitución de la República, esto es que nadfe puede ser juzgados
dos veces por los mismos hechos y materia.

En el presente caso no son los mismos hechos los que se iban a
juzgar en las dos denuncias y a pesar de aquello se resolvió la
acumulación. Ello genera indefensión, puesto que solamente se
podría obtener una sanción a pesar de que se podría evidenciar la

1
Justicia que garantiza democracia

Jose d N37-49 y PñeI&
r’fsk- {593) 02 381 5000

a!’ - Ecuo d



TCq
TØIBUNAL CONTENCIOSO
rLacyoRaI. bEL E CUAOO

Ccusa Nro. 152-2024-TCE

existencia de dos infracciones, dejando sin tutela judicial efectiva a la
persona que solicita la intervención del árgano jurisdiccional. Esta
indefensión conlleva impunidad y viola el trámite propio que debe
dársele a cada procedimiento. Esta garantía es recogida por el
artículo 76 número 3 de la Constitución de la República.

En razón de que los derechos son interdependientes, la acumulación
que se ha dictado en providencia de 07 de octubre de 2024, a las
11h51 causa que exista también denegación de justicia y por ende
vio’ación de la tutela judicial efectiva. Siendo así, al haberse
vulnerado el trámite propio de cada procedimiento y causada la
indefensión, de acuerdo con lo previsto en el artículo 45 del
Reglamento de Trámites del Tribunal Contencioso Electoral, debió
declararse la nulidad,

II
Ahora bien, respecto del fondo analizado en el voto de mayoría:

2.1. Se señala que los decretos ejecutivos 117 de 16 de enero de
2024, 133 de 23 de enero de 2024, 161 de 09 de febrero de 2024,
219 de 09 de abril de 2024, que fueron expedidos por el Presidente
de la República, para salir del país a la ciudad de Miami de los
Estados Unidos de América a fin de atender asuntos de índole
persona) no pueden ser objeto de análisis del Tribunal, conforme lo
requirió la denunciante Vicepresidente de la República, que acusa que
en los mismos se evidencia violencia política de género por no
permitírsele ejercer sus funciones constitucionales, esto es,
reemplazar al presdente de la República en ausencia temporal de
éste. El Tribunal en el voto de mayoría ratifica lo expresado por la
sentencia de primera instancia, esto es que los decretos ejecutivos
son expedidos en ejercicio de as potestades presidenciales y que no
puede ejercer control de legalidad de éstos:

63. Respecto al tercer presupuesto, el juez a quo adirtii que la denunciante hace

referencia a cuestiones de legalidad y legitimidad dc varios actos administrativos, tales
como decretos ejecutivos, acuerdos ministeriales y nicnrnrandos No obstante, se señaló

con cldrdad que no es competencia de la autoridad juñsdiccional electoral realizar un

control de legalidad sobre tales actos, ya que la ley establece que. pueden presentarse

reçunos administrativos para impugnarlos y. de ser proccdcnte, obtener su revocatoria.

refonna o sustitución.

Al respecto vale recordar que este Tribunal ha verificado si existe o
no limitaciones a las funciones de autoridades políticas mujeres en

2
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ordenanzas y no ha expresado que no puede revisarlo porque eso
seria realizar control de legalidad, causa 026-2022JCE y

Para este juzgador, la autolimitación que realiza el Tribunal para
verificar el contenido de los decretos ejecutivos, acuerdos
ministeriales y memorandos expedidos por miembros de la Función
Ejecutiva, implica un cambio de parecer jurisprudencial y en la
práctica se le dota a la Función Ejecutiva de inmunidad e impunidad,
pues eNo implica que a través de los mencionados instrumentos
podrían ejercerse actos de violencia política de género como la
limitación de funciones acusada, sin que pueda la misma ser objeto
de revisión jurisdiccional por parte de este Tribunal.

Cabe señalar que, de acuerdo al principio de jerarquía normativa, art.
425 de la Constitución, los jueces de la República, todos, deben
verificar que todos los actos se realicen observando el orden
jerárquico de aplicadón de las normas. Es decir, si un decreto
ejecutivo, que es inferior a la ley (Código de la Democracia), es el
instrumento para cometer violencia política de género al limitar
funciones de una autoridad política mujer, es obligación d ellos jueces
etectorales, por ser su competencia, así determinarlo.

No cabe señalar que existe en materia contencioso administrativa la
potestad de revisar dichos decretos ejecutivos, pues ello tendría
sentido si se infringe el principio constitucional de juzgar dos veces
los mismos hechos y en la misma materia, lo cual no ocurre en el
presente caso debido a que se puede juzgar los decretos ejecutivos,
en materia contencioso administrativa, electoral, penal o
constitucional incluso, Revisemos al efecto la garantía prevista en el
artículo 76 número 7 letra i)

i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma
causa y materia. Los casos resueltos por la jurisdicción
indígena deberán ser considerados para este efecto. (Resaltado
fuera del texto)

Por otro lado, parte de la acusación de la denunciante es que &
Presidente de la República, al amparo de lo previsto en el artículo 149
de la Constitución de la República, dispuso mediante Decreto
Ejecutivo 27 de 24 de septiembre de 2023, el traslado de la
denunciante a Israel y le asigné como única función desempeñe la
calidad de Embajadora a fin de que colabore en nombre de Ecuador
para la paz y evitar el escalamiento del conflicto entre Israel y
Palestina, Esto según la denunciante limitó sus funciones y la
subordiné al Ministerio de Relaciones Exteriores con el fin de limitar
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sus funciones y evitar principalmente que reemplace al Presidente de
la República en su ausencia.

Igual sentido señala la denunciante habrían tenido los Decretos
Ejecutivos, mediante los que se dispone su traslado al páis de
Turquía.

Al respecto, debo señalar que el artículo 149 de la Constitución de la
República establece:

Art. 149.- Quien ejerza la Vicepresidencia de la República
cumplirá los mismos requisitos, estará sujeto a las mismas
inhabilidades y prohibiciones establecidas para la Presidenta o
Presidente de la República, y desempeñará sus funciones por
igual período.
La Vicepresidenta o Vicepresidente de la Repúblfca, cuando no
reemplace a la Presidenta o Presidente de la República,
ejercerá las funciones nue ésta o éste le asigne. (Lo
resaltado y subrayado me pertenece)

Una simple lectura del enunciado normativo en referencia podría
hacernos pensar que el Presidente de la República podría asignarle
cualquier función, que considere pertinente, a el o la vicepresidenta
de la República. Si partimos de esta premisa, podría asignarle la
función de guardianía en el Ministerio de Trabajo o la de recepcionista
en el palacio de Gobierno. Estos ejemplos extremos sirven para poder
determinar que la potestad contenida en el párrafo segundo del
artícu’o 149 de la constitución e la República, no es absoluto.

De tal manera que cuando el constituyente estableció esta potestad,
se debe entender que solamente se puede delegar as potestades que
se poseen y no entender que se pueden asignar funciones distintas a
las que se han obtenido a través del voto popular y que dan la
capacidad de reemplazar al propio presidente de la República en
ausencia. Lo contrario sería reconocer que se puede degradar la
investidura de la Vicepresidencia de la República y someter dicho
cargo a la dependencia de un Ministerio, lo cual es contrario a la
jerarquía que le ha otorgado el voto popular, En conclusión asignar
funciones distintas a las que realiza el Presidente de a República si
constriñe el ejercicio de funciones de la vicepresidenta de la
República y constituye una agresión a su desempeño.

Respecto del resto de actos que se han realizado por parte de otros
miembros del Ejecutivo, estos no hacen más que visibilizar un actuar
coordinado y sistemático para limitar el ejercido de funciones de la
denunciante, Verónica Abad Rojas, que, a pesar de la ausencia
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temporal del primer mandatario, no lo ha reemplazado y ha sido
impedida de aquello, conforme se demuestra con los decretos
ejecutivos 117 de 16 de enero de 2024, 133 de 23 de enero de 2024,
161 de 09 de febrero de 2024, 219 de 09 de abril de 2024.

Sobre la base de estas consideraciones expuestas en la sesíón del
presente caso, dejo sentado mi voto salvado y mis posiciones
jurídicas respecto del fallo de mayoría.

NOTIFÍQUESE y PUBLÍQUESE.-” F). Richard González Dávila,
Juez Suplente Tribunal Contencioso Electoral.

Certifico.- Q’uitu, Dstrito Metropolitana,_27 de febrero de 2025
RFh
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